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PROYECTO DE LEY

621/000065 De régimen juridico de enajenacion de participaciones pablicas en determinadas
empresas (antes proyecto de Ley por la que se regula el régimen juridico en caso
de enajenacion de participaciones publicas en determinadas empresas).

TEXTO APROBADO POR EL SENADO

621/000065
PRESIDENCIA DEL SENADO

El Pleno del Senado, en su sesién del dia 8 de
marzo de 1995, ha aprobado el Dictamen de la Comi-
- si6n de Economia y Hacienda sobre el proyecto de
Ley de régimen juridico de enajenacién de participa-
ciones publicas en determinadas empresas (antes pro-
yecto de Ley por la que se regula el régimen juridico
en caso de enajenacion de participaciones piiblicas en

determinadas empresas), con el texto que adjunto se |

publica.

Las enmiendas aprobadas por el Senado y €l co-
rrespondiente mensaje motivado han sido remitidos
al Congreso de los Diputados a los efectos previstos
en el articulo 90.2 de 1a Constitucién.

Lo que se publica para general conocimiento.

Palacio del Senado, 9 de marzo de 1995.—FE] Pre-
sidente del Senado, Juan José Laborda Martin.—
El Secretario primero del Senado, Manuel Angel
Aguilar Belda.

PROYECTO DE LEY DE REGIMEN JURIDICO
DE ENAJENACION DE PARTICIPACIONES
PUBLICAS EN DETERMINADAS EMPRESAS

(ANTES PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE

REGULA EL REGIMEN JURIDICO EN CASO DE

ENAJENACION DE PARTICIPACIONES PUBLI-
CAS EN DETERMINADAS EMPRESAS)

EXPOSICION DE MOTIVOS
1

La racionalizacién del sector piiblico, en el marco
de la Constitucién y del Derecho comunitario euro-
peo, constituye un objetivo, que puede requerir de
una politica de enajenaciones de las participaciones
estatales, directas o indirectas, en entidades mercanti-
les. Cuando, desde el punto de vista del interés pii-
blico la presencia publica en dichas entidades se ex-
plica exclusivamente en la habilitacién constitucional
para la iniciativa econémica, la ejecucién de dicha
politica no presenta problemas juridicos relevantes.
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No sucede lo mismo cuando se trata de empresas en
las que la participacién piblica constituye una forma
especifica de garantia y realizacién de un preciso in-
terés publico. Porque, en este caso, se plantearia in-
mediatamente el problema de la garantia suficiente
del interés publico, hasta entonces no exigida por en-
contrarse cubierta por la propiedad piiblica, total o
parcial, de la correspondiente empresa.

Esta Ley persigue justamente resolver el problema
expuesto, facilitando, asi, la mdxima extensién po-
tencial de la redefinicién, en favor del sector y la ac-
tividad privados, de la dimensidn del sector publico y
la presencia piblica en empresas. De ahi justamente
la determinacién de su dmbito de aplicacién, basada
esencialmente en los dos criterios de la importancia
de 1a participacién estatal y de la relevancia para el
interés puiblico de la actividad social de la empresa en
que se concrete la operacién de enajenacién.

2

El mecanismo alternativo de proteccién del interés
piblico, necesario como sustitutivo de la propiedad
de capital social, es de indole juridico-ptblica: 1a su-
jecién a un régimen de autorizacién administrativa
previa de determinados acuerdos y actos relaciona-
dos con las correspondientes entidades mercantiles,
con la finalidad de garantizar la continuidad empre-
sarial que demande la prestacién del servicio cum-
plido por la empresa. Se opta, pues, por la solucién
que, de entre las existentes en ordenamientos de Es-
tados miembros de la Unién Europea; mejor se aco-
moda a las caracterfsticas de nuestro sistema juridico
propio.

En todo caso, este mecanismo de proteccién del
interés publico es plenamente respetuoso con lo esta-
blecido en el articulo 90 del Tratado constitutivo de la
Comunidad Econémica Europea y, en consecuencia,
no supone vulneracién alguna de las normas sobre la
competencia.

La regulacién del aludido régimen responde por
entero a la idea de la menor intervencién ptblica
compatible con el aseguramiento del interés publico.
Por ello: 1) la misma entrada en juego de dicho régi-
men depende de la actualizacién de una operacion de
venta de la participacién piiblica -en uno o varios
actos de enajenacién- de entidad suficiente como
para producir la inidoneidad de la mera condicién de
propietario para salvaguardar el referido interés pu-
blico; 2) la reduccién del control administrativo a
concretos tipos de actos o acuerdos especialmente re-
levantes para la continuidad empresarial, que se aco-
tan en la Ley, sin perjuicio de su ulterior delimitacién

en cada caso concreto -dentro de los asf legalmente
acotados- en funcién de las caracterfsticas de las acti-
vidades de que se trate; 3) la exigencia de que me-
diante Real Decreto se establezca el régimen de auto-
rizacién administrativa previa, antes de cada opera-
cién de enajenacion, especialmente en punto a la de-
terminacién del interés puiblico justificativo de 1a im-
plantacién de dicho régimen, con las garantias de que
se rodea su adopcién mediante la previsién de dicta-
men preceptivo del Consejo de Estado; y 4) 1a ex-
presa previsién de 1a posibilidad de la supresién, total
o parcial, del expresado régimen en cualquier mo-
mento, es decir, en cuanto se modifiquen las razones
de interés priblico que lo sustentaban.

3

La excepcién del status ordinario de las entidades
mercantiles que supone la Ley conduce de suyo a un
especial régimen de validez de los actos y acuerdos
sociales sujetos efectivamente al régimen de autori-

zacién administrativa. El incumplimiento de éste se

sanciona con la nulidad de pleno derecho tanto de los
actos o acuerdos sociales que directamente lleven a
cabo los negocios sometidos a aprobacién, como de
aquéllos para cuya adopcién haya sido preciso el
computo de participaciones sociales adquiridas, de
cualquier forma, en virtud de los aludidos negocios
juridicos. No obstante, y siempre para limitar en la

. mayor medida posible la intervencién piiblica, se le-

gitiman, en la parte correspondiente, las adquisicio-
nes de participaciones sociales que rebasen los limi- -
tes fijados, prohibiendo simplemente el ejercicio de
los derechos politicos de las constitutivas del exceso,
hasta tanto se regularice la situacién de las mismas.

A los efectos de salvaguardar los derechos e inte-
reses de terceros se proporciona acceso al Registro
mercantil de las disposiciones de los Reales Decretos
por los que se implante, respecto de determinadas
empresas, el régimen previsto en la Ley.

4

Dando lugar la autorizacién administrativa previa
a un procedimiento que incide en una actividad de ré-
gimen juridico-privado de contenido econémico, la
regulacién de dicho procedimiento procura también
limitar al minimo la inevitable perturbacién de éstas.
De ahi, de un lado, la brevedad del plazo maximo
para resolver expresamente, compatibilizada con la
diversidad que -en su grado de complejidad y dificul-
tad- van a presentar los supuestos objeto de interven-
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cién, y la previsién de que en caso de incumplimiento
de la obligacién de resolucién expresa en plazo, se
pueda entender estimada la solicitud, es decir, autori-
zada; y, de otro lado, la aplicacién al caso de la nove-
dosa posibilidad arbitrada con caracter general por la
Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Juri-
dico de las Administraciones Ptiblicas y del Procedi-
miento Administrativo Comtin, de terminar el proce-
dimiento mediante acuerdo entre la Administracién y
el o los interesados. Acorde con las anteriores previ-
siones es la ordenacién de los supuestos de interrup-
cién del cémputo del plazo legal para resolver, que
incluye obligadamente la que puede resultar de la in-
tervencién del érgano comunitario-europeo compe-
tente, a iniciativa propia o del 6rgano estatal compe-
tente, por razén de lo dispuesto en el Reglamento
CEE 4064/89, de 21 de Diciembre.

5

La Ley tiene por objeto el sector piblico del Es-
tado. No obstante, extiende la posibilidad de su apli-
cacién tanto por las Comunidades Auténomas como
por las entidades que integran la Administracién
Local, sin afectar los 4mbitos respectivos de autono-
mia. En principio, las posibles politicas de racionali-
zacién que de sus respectivos sectores piblicos pu-
dieran pretender tanto unas como otras Administra-
ciones aparecen limitadas por la necesidad de respe-
tar el status de las entidades mercantiles establecido
en la correspondiente legislacion estatal en el caso de
las Comunidades Aut6nomas y por el alcance pura-
mente administrativo del autogobierno de las Entida-
des Locales. Estas dificultades quedan solucionadas
en la Disposicién Adicional Segunda y la Disposi-
cién Final Primera. .

Respecto de las Comunidades Auténomas es pre-
ciso partir de los titulos competenciales que habilitan
a esta Ley. Estos son los contenidos en el articulo
149.1, 67, 13% y 18" de la Constitucién Espafiola. En la
medida en que éstos tienen un alcance distinto, del
que, indudablemente, se derivan distintas posibilida-
des de actuacion para las Administraciones Publicas,
se determinan los preceptos que resultan de aplica-
cién directa para todas éstas, diferencidndolos de
aquéllos que tienen cardcter bésico a fin de respetar la
distribucién constitucional de competencias. De esta
manera, se preserva el 4mbito de decisién que perte-
nece a cada Comunidad Auténoma que, de suyo,
tenga la necesaria competencia para ello.

Es distinto el caso de las entidades que integran la
Administracién Local, ya que corresponde al legisla-
dor estatal verificar directamente, y as{ se hace, la

atribucién competencial, de acuerdo con el régimen
juridico aplicable.

Articulo 1. Ambito de aplicacién subjetiva.
Quedan comprendidas en el d4mbito de aplicacién
de esta Ley:

1) Las entidades de naturaleza mercantil que en
la fecha de entrada en vigor de esta Ley cuenten con
una participacién directa o indirecta del Estado en su
capital social superior al 25% de éste, y estén contro-
ladas por el socio estatal por cualquiera de los medios
establecidos en la legislacién mercantil que resulte
aplicable, siempre que en la actividad que desarrolle
la entidad, por si o mediante la participaci6n en otras
sociedades, concurra alguna de las circunstancias si-
guientes:

a) Prestar servicios esenciales o servicios publi-
cos formalmente declarados como tales.

b) Desarrollar actividades sujetas por Ley y ra-
zones de interés publico a un especifico régimen ad-
ministrativo de control, especialmente de los sujetos
que las realicen.

¢) Estar exenta total o parcialmente de la libre
competencia en los términos del articulo 90 del Tra-
tado constitutivo de la Comunidad Econémica Euro-
pea.

2) Las entidades de naturaleza mercantil que for-
men parte de un grupo, determinado conforme al ar-
ticulo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mer-
cado de Valores, en el que cualquiera de las entidades
contenidas en e} apartado 1 anterior tenga una posi-
ci6n dominante, siempre que en aquellas concurra
cualquiera de las circunstancias a que se refieren los
apartados a), b), ¢) y d) del referido apartado.

Articulo 2. Presupuesto de aplicacién.

El régimen de autorizacién administrativa previa
definido en los articulos 3 y siguientes de esta Ley
sera aplicable cuando la participacién ptblica del
socio estatal en las entidades a que se refiere el arti-
culo anterior se encuentre en alguno de los supuestos
siguientes:

1. Cuando en un solo acto 0 en actos sucesivos
sea objeto de enajenacién, de forma que se reduzca
en un porcentaje igual o superior a un 10% del capi-
tal social y siempre que la participacién directa o in-
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directa del Estado en dicho capital quede por debajo
del 50%.

2. Cuando como consecuencia directa o indi-
recta de cualquier acto o negocio quede reducida a un
porcentaje inferior al 15% del capital social.

Articulo 3. Autorizacién administrativa previa

1. Cuando se haya producido alguno de los presu-
puestos de aplicacién a que se refiere el articulo ante-
rior y asf se establezca en el Real Decreto al que se re-
fiere el articulo 4 de esta Ley, podran someterse a au-
torizacién administrativa previa los siguientes acuer-
dos adoptados por los érganos sociales de las entidades
mercantiles indicadas en el articulo.1 de esta Ley:

a) La-disolucién voluntaria, la escisién o la fu-
si6n de la entidad. ’
b) La enajenacién o el gravamen, en cualquier
forma y por cualquier titulo, de los activos o partici-
paciones sociales necesarias para el cumplimiento
del objeto social de la empresa y que a tal efecto se
“determinen.
¢) ‘La sustitucién del objeto social.

2. Igualmente cuando se haya producido alguno
de los presupuestos de aplicacion definidos en el arti-
culo 2 de esta Ley, en los términos que establezca el
Real Decreto a que alude el articulo siguiente, podran
someterse a autorizacién administrativa previa:

a) Las operaciones consistentes en actos de dis-
posicidén sobre el capital social que determinen, en un
sélo acto o en varios sucesivos, la reduccién de la
participacién social piblica, respecto de la empresa
sujeta al régimen especial previsto en esta Ley, en un
porcentaje igual o superior al 10%.

b) La adquisicién, directa o indirecta, incluso a
través de terceros fiduciarios o interpuestos, de parti-
cipaciones sociales u otros valores que puedan dar
derecho, directa o indirectamente a la suscripcién o
adquisicién de aquellas, cuando tenga por conse-
cuencia la disposicién sobre, al menos, el 10% del ca-
pital social.

3. Serdn aplicables al supuesto recogido en el
parrafo 2.b) anterior las normas reguladoras de las
ofertas publicas de adquisicién de acciones a efectos
de:

a) La calificacién como adquisicién de las ope-
raciones realizadas por grupos de sociedades o perso-
nas fisicas o juridicas que actuen concertadamente;

» b) el computo de participaciones cuando se dis-
ponga del derecho a voto por concepto distinto al de
1a titularidad dominical; y '

c) la posesién o adquisicién de valores o instru-
mentos que den derecho a la suscripcién o adquisi-
cién de participaciones sociales.

Articulo 4. Régimen de la autorizacién administra-
tiva

1. El régimen de la autorizacién administrativa
previa se establecerd mediante Real Decreto acor-
dado en Consejo de Ministros, a propuesta del Minis-
tro competente por razén de la materia y previo dic-
tamen del Consejo de Estado.

2.. El Real Decreto por el que se establezca el ré-
gimen a que se refiere este articulo, deberd estar en
vigor con anterioridad a la realizacién de los actos de
disposiciénrecogidos en el articulo 2 y determinara:

a) Su ambito subjetivo de aplicacién.

b) Los actos de disposicién concretos que que-
dan sujetos a previa aprobacién administrativa de
entre los recogidos en el articulo 3.

c) El 6rgano competente para otorgar la autori-
zacion. '

d) El plazo de vigencia del régimen de la autori-
zacién administrativa,

3. Excepto en el caso establecido en el parrafo
2.d) anterior, el régimen de la autorizacién adminis-
trativa serd modificado o suprimido por los mismos
tramites establecidos en el apartado 1 del presente ar-
ticulo.

Articulo 5. Procedimiento para otorgar la autoriza-
cién administrativa.

1. El érgano competente para otorgar la autori-
zacién administrativa deberd resolver sobre las soli-
citudes que se le dirijan en el plazo médximo de un
mes a contar desde la fecha de entrada de €stas en el
Registro del Ministerio. No obstante, cuando excep-
cionalmente la transcendencia y complejidad del ob-
jeto de la solicitud asf lo justifique, el referido érgano
podra decidir motivadamente dentro de los diez pri-
meros dfas del plazo anterior ampliar éste por tiempo
no superior a la mitad del expresado plazo, comuni-
cindolo asf al interesado o interesados. El venci-
miento del plazo mdximo para resolver sin notifica-
cién de resolucién expresa autorizard para entender
estimada la solicitud en los términos previstos en la
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Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juri-
dico de las Administraciones Piblicas y del Procedi-
miento Administrativo Comun.

2. El procedimiento administrativo a que se re-
fiere el apartado anterior podra terminarse mediante
suscripcién de convenio sobre las caracteristicas del
acuerdo o acto social sujetos a aprobacién, a pro-
puesta tanto de la Administracién actuante como del
interesado o interesados.

3. Suspenden en todo caso el cémputo del plazo
legal para resolver el procedimiento:

a) El requerimiento de subsanacién de las defi-
ciencias o insuficiencias de la solicitud, en particular
en los datos sobre las caracteristicas de los actos o
acuerdos sociales de que se trate, hasta su debido
cumplimiento. Este requerimiento s6lo podra practi-
carse una vez.

b) La formulacién de propuesta de acuerdo por
la Administracién y hasta su aceptacién o rechazo
por el o los interesados.

¢) La intervencién del érgano comunitario euro-
peo competente en los supuestos comprendidos en el
4mbito de aplicacién del Reglamento CEE 4064/89,
de 21 de Diciembre, modificado por el Reglamento
CEE 2367/90, de 25 de Julio, y para la adopcién de
alguna de las decisiones previstas en dichas normas.

d) La formulacién de consulta al érgano comu-
nitario europeo competente por parte del correspon-
diente 6rgano estatal en los casos de fusidn, escision
o transmisién de propiedad o de uso de activos em-
presariales y en aplicacién de las normas comunita-
rias europeas a que se refiere el apartado c) anterior.

Articulo 6. Consecuencias de la falta de autoriza-
cion administrativa.

1. Son nulos de pleno derecho:

a) Los actos y acuerdos que no cuenten con la
aprobacién administrativa dispuesta en esta Ley.

b) Los acuerdos adoptados por cualquier 6rgano
social, cuando para la constitucién de éste o la adop-
cién de aquéllos hubiera sido necesario computar
participaciones sociales cuya adquisicién no cuente
con la preceptiva autorizacién administrativa o cuyos
derechos politicos no sean ejercitables conforme a
este articulo.

2. Sin perjuicio de las dem4s consecuencias pre-
vistas en el ordenamiento juridico, en el caso de las ad-
quisiciones de participaciones sociales en las que se re-
base el limite fijado al efecto, el adquirente o adquiren-

tes no podrédn ejercer en hingfm caso los derechos poli-
ticos correspondientes al exceso. De producirse una ul-
terior transmisién de las participaciones correspondien-
tes a tal exceso, subsistird la prohibicién de ejercicio de
los derechos politicos hasta tanto el tercer adquirente
obtenga la preceptiva autorizacién administrativa pre-
via, que no podra ser otorgada en caso de actuacién
concertada con cualquier adquirente anterior.

3. La Administracién competente para otorgar la
autorizacién estard legitimada, en todo caso, para el
ejercicio de las acciones de impugnacion de los actos
y acuerdos a que se refiere el apartado 1 de este arti-
culo, asi como para solicitar la suspensi6n de los mis-
mos, con sujecién, en su caso, al procedimiento pre-
visto en la Seccién Segunda del Capitulo V del Real
Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Sociedades Anénimas.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Acceso al Registro Mercantil.

El contenido dispositivo de los Reales Decretos de
establecimiento del régimen de autorizacién adminis-
trativa previa a que se refiere el parrafo b) del apar-
tado 2 del articulo 4 de esta Ley tendré acceso al Re-
gistro mercantil en la forma y los términos que se de-
terminen reglamentariamente.

Segunda. Sector Piblico de las Entidades Locales.

1. Las competencias atribuidas en esta Ley a los
6rganos de la Administracién del Estado seran ejerci-
das en sus respectivos casos por los correspondientes
6rganos de las entidades locales conforme a los si-
guientes criterios:

a) Corresponderén a los Plenos de las Diputacio-

‘nes, Cabildos y Consejos Insulares y Ayuntamientos

Plenos las competencias del Consejo de Ministros y
deberén ser ejercidas mediante ordenanza y previo
dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del 6r-
gano consultivo de la Comunidad Auténoma.

b) Corresponde a las Comisiones de Gobierno
las competencias de los Ministerios respectivos.

2. Las previsiones contenidas en el apartado an-
terior no serdn de aplicacién a los territorios histéri-
cos del Pafs Vasco que se regirén, a estos efectos, por
su normativa especifica.
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DISPOSICIONES FINALES

Determinacién del caricter exclusivo o
bésico de esta Ley.

Primera.

1. La presente Ley se dicta al amparo de lo esta-
blecido en el articulo 149.1., 6* y 13® de la Constitu-
cién Espafiola. :

2. Son de aplicacién directa los articulos 3 y 6,
excepto en lo relativo al 6rgano administrativo com-
petente previsto en el apartado 3, la Disposicién Adi-
cional Primera y las Disposiciones Finales Primera
apartado 2 y Tercera. ’

3. Se declaran bésicos los articulos 1; 2; 4, salvo
en la determinacién de los 6érganos competentes; 5,
excepto en cuanto al plazo para resolver del apartado
1; y 6.3 en cuanto al érgano administrativo compe-
tente; la Disposicién Adicional Segunda y las Dispo-
siciones Finales Primera, apartado 3 y Segunda.

Segunda. Desarrollo Reglamentario.

Se autoriza al Gobierno para dictar las disposicio-
nes reglamentarias para el desarrollo o ejecucién de
esta Ley, y, en especial, las dirigidas a asegurar el
respeto de las limitaciones establecidas cuando afec-
ten a titulos representativos de participaciones que
coticen en mercados de valores extranjeros.

Las disposiciones reglamentarias a que se refiere
el apartado anterior garantizaran, en el estableci-
miento del régimen de autorizacién previsto en esta
Ley, la participacién de las Comunidades Auténo-
mas.

Tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrar4 en vigor el dfa siguiente al
de su publicacién en el Boletin Oficial del Estado.
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